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La Organización Económica tiene casi 2 años de vida en los que se ha encargado de 
difundir y producir información acerca de temas económicos relevantes para nuestro país. 
No conformes con nuestros actuales productos, tales como la revista impresa, la página 
web y los eventos académicos organizados por Económica, ponemos a disposición de 
nuestro público un nuevo producto: el boletín de investigación.

El boletín de investigación es una publicación del Área de Investigación y Publica-
ciones de Económica. Aquí presentamos artículos elaborados por los miembros del área y 
colaboraciones especiales de egresados. Este espacio busca ser una fuente de información 
sobre temas específicos del campo de la Economía que tengan relevancia en el contexto 
económico y social. 

En la presente edición, el boletín gira en torno al tema “CONFLICTOS SOCIALES E 
INDUSTRIAS EXTRACTIVAS” y cuenta con cuatro artículos que ilustran desde diversos án-
gulos cómo es que se ha venido tocando el tema en Perú. De este modo, el primer artículo 
nos comenta cómo ha venido evolucionando el conflicto social en Las Bambas (Apurímac) 
a la luz de estadísticas obtenidas por la Defensoría del Pueblo. El segundo artículo busca 
entender cómo se ha desarrollado el conflicto social en Loreto a raíz del caso del Lote 192, 
donde de un lado la población loretana reclamaba que PetroPerú se encargue de la admi-
nistración del lote, y de otra parte, el gobierno aseguraba que existía un contrato y una ley 
que impiden a PetroPerú administrarlo.

El tercer y cuarto artículo son colaboraciones especiales. El primero de ellos realiza 
un análisis crítico de la literatura sobre la maldición de los recursos, poniendo énfasis en 
las diversas corrientes teóricas bajo las cuales se enmarca. El segundo está basado en una 
tesis de pregrado que aborda la pregunta: ¿Las instituciones importan para el desarrollo de 
la periferia andina? Este artículo estudia a los distritos de Cusco y Arequipa basándose en 
un sólido marco teórico asociado a instituciones y desarrollo. 

Esperamos que los artículos presentados sean de su mayor interés y provecho.

Atentamente 
Dirección de Investigación y Publicaciones 

EDITORIAL
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POR: BRIAN YALLE, CARLOS PÉREZ
Y JOSÉ MENDOZA (*)

En los últimos meses se ha venido observando la evolución del conflicto 
sobre el proyecto minero Las Bambas con una mayor repercusión mediá-
tica. Este conflicto no es reciente, sino que ha estado latente por varios 
años. Además, no es el único que existe en la región sino que existen otros 
conflictos paralelos de diversos tipos y escala. Lo siguiente es una aproxi-

mación a lo que viene sucediendo en la región.

(*) Estudiantes de Economía de la PUCP y miembros del Área de Investiga-
ción y Publicaciones de Económica

CONFLICTO
SOCIO-AMBIENTAL Y 
ACTIVIDAD MINERA:

UNA MIRADA A
LA REGIÓN APURÍMAC

7
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MARCO TEÓRICO
La conceptualización del conflicto 

pasa por muchas disciplinas, cada una en-
focando aspectos referentes a sus propios 
backgrounds teóricos. El conflicto como 
definición será entendido bajo la propues-
ta de la Defensoría del Pueblo (2015). Para 
la institución, “el conflicto social debe ser 
entendido como un proceso complejo en 
el cual sectores de la sociedad, el Estado 
y las empresas perciben que sus objeti-
vos, intereses, valores o necesidades son 
contradictorios y esa contradicción puede 
devenir en violencia”. Cabe aclarar que 
violencia y conflicto son distintos, la vio-
lencia es una de las formas de expresión 
del conflicto.

Adicionalmente, se propone que un 
conflicto se puede ver a través de cinco fa-
ses (Defensoría del Pueblo, 2015): en primer 
lugar, en la fase temprana los actores invo-
lucrados hacen públicas sus incompatibili-
dades. A continuación está la fase de esca-
lamiento, donde la intensidad  de la tensión 
de las partes aumenta junto a un aumento 
de la violencia. Como momento pico se en-
cuentra la fase de crisis, los reclamos son 
patentes a través de la violencia entre las 
partes. Sigue la fase de desescalamiento 
que se caracteriza por un enfriamiento en 
la tensión y la conflictividad de las partes. 
Por último, en la fase de diálogo se desa-
rrolla un proceso en donde los actores en-
tablan comunicación y establecen espacios 
de acuerdos. De acuerdo con Rupesinghe 
(1995) el conflicto no termina con el hecho 
de haber hallado una solución, los efectos 
o impactos del conflicto pueden  persistir a 
través del tiempo. Teniendo en cuenta esto, 
una posible “resolución del conflicto” es un 
proceso de transformación, en el cual se 
puede generar puentes hacia otros conflic-
tos que permanecen latentes.

Siguiendo esto, Arellano (2011a) en-
cuentra que existen dos tipos de conflictos 
diferenciados por los agentes que partici-
pan: entre las comunidades y las empresas; 

y entre la población local y los gobiernos 
locales acerca del uso de las transferen-
cias desde el gobierno central. El mismo 
autor, Arellano (2011b), también encuentra 
que las causas de los conflictos pueden 
ser catalogadas en tres: crisis ecológicas, 
amenaza a los medios de vida y, por últi-
mo, insatisfacción con la distribución de la 
renta generada por la minería. Se encuentra 
que la principal insatisfacción en el espacio 
andino peruano es “la incertidumbre sobre 
los medios de vida y sobre la capacidad de 
esta de mantener el control sobre ciertos 
recursos básicos como el agua y la tierra” 
(2011b: 112-113). En ese sentido se identi-
fica que la incertidumbre sobre el control de 
los recursos básicos puede ser la principal 
causa de los conflictos. 

Una propuesta de prevención más 
que solución frente al conflicto lo brinda 
también Arellano (2011a) al que llama “lo-
calist policy paradigm”. Este se refiere a la 
forma de hacer política del Estado, caracte-
rizada por una redistribución obligatoria del 
ingreso de los recursos del gobierno central 
al gobierno subnacional o local; una apertu-
ra del gasto público a la participación ciu-
dadana; y, por último, un mayor aliento a la 
participación de actores institucionales, los 
cuales incluyen a empresas vinculadas a los 
sectores conflictivos, así como a organiza-
ciones de la sociedad civil envueltas en las 
actividades de las comunidades.

DESCRIPCIÓN DE LOS CONFLICTOS
EN LA REGIÓN

Como información en general se 
tiene que el departamento de Apurímac 
se encuentra en la sierra sur del país y al-
berga siete provincias entre ellas Abancay, 
Andahuaylas, Antabamba, Aymaraes, Chin-
cheros, Cotabambas y Grau. Dentro de los 
principales indicadores, se observa una im-
portante tasa de analfabetismo como de la 
pobreza extrema. El ingreso promedio de la 
región se encuentra por debajo del sueldo 
mínimo vital (Ver Cuadro 1).
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LA PRINCIPAL INSATISFACCIÓN EN EL 
ESPACIO ANDINO PERUANO ES

 LA INCERTIDUMBRE SOBRE LOS 
MEDIOS DE VIDA Y SOBRE LA CAPACIDAD 
DE ESTA DE MANTENER EL CONTROL 
SOBRE CIERTOS RECURSOS BÁSICOS 
COMO EL AGUA Y LA TIERRA” (ARELLANO)

“
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CUADRO 1. PRINCIPALES INDICADORES

FUENTE: INEI. Elaboración propia

CUADRO 2. TIPOS DE CONFLICTOS

FUENTE: Reporte de conflictos sociales 138, agosto 2015, De-
fensoría del Pueblo. Elaboración propia

CUADRO 3. CARACTERÍSTICAS GENERALES

FUENTE: INEI. Elaboración propia
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Una mirada más aguda a la región 
muestra que en la actualidad se han repor-
tado 21 casos de conflicto y entre ellos 12 
son del tipo socioambiental. De esta clase 
de conflicto, 2 tienen una repercusión que 
trasciende más allá de una provincia. De 
otra parte, las provincias que albergan un 
mayor número de casos reportados de con-
flicto son Cotabambas con 5 y Aymares con 
4. (Ver Cuadro 2 y anexos para mayor deta-
lle de los conflictos). 

DESCRIPCIÓN DE LA PROVINCIA
DE COTABAMBAS

Al comparar la PEA de la región con 
la PEA de la provincia de Cotabambas, 
este último representa el 3%, porcentaje 
bastante reducido, y que puede dar idea 
acerca de la condición de pobreza que hay 
en la zona. El indicador de porcentaje de 
pobreza corrobora lo mencionado ante-
riormente ya que se reporta un 88%, cifra 
bastante alta (Ver Cuadro 3).

EL PROYECTO “LAS BAMBAS”
Las Bambas es un proyecto minero 

ubicado entre las provincias de Cotabambas 
y Grau  (Apurímac), su función principal será 
la extracción de cobre. Según información 
de la propia minera, se estima que existen 
10.5 millones de toneladas métricas de co-
bre como recurso natural, y se espera que la 
actividad de extracción tenga un tiempo de 
operación aproximado de 20 años. El dere-
cho de exploración fue concedido a Xstrata 
Copper el año 2004, aunque más adelante, 
en el año 2013, Glencore se hizo cargo del 
proyecto al adquirir Xstrata. Sin embargo, 
un año después, Glencore vendió toda su 
participación en Las Bambas a un consorcio 
conformado por MMG Limited (operador), 
Guoxin Interrnational Investment y CITIC 
Metal (subisidiarias). A setiembre del pre-
sente año, la construcción del proyecto se 
encuentra realizada a un 95% (aprox.) por 
lo que la producción minera podría empezar 
para el primer trimestre del año 2016 (Las 

Bambas, 2015). A diferencia de otros con-
flictos bastante conocidos en el país, como 
Conga y Tía María, el conflicto producido por 
la realización de este proyecto se encuentra 
bastante avanzado y ad portas de iniciar la 
explotación minera.

El conflicto empezó el año 2008 con 
el inicio de movilizaciones y paros de las 
Comunidades Campesinas de Fuerabam-
ba y Cotabambas (ambas pertenecientes a 
la provincia de Cotabambas) con el fin de 
solicitar el cumplimiento de ciertas deman-
das, como un aumento salarial del jornal de 
trabajo, mejor  manejo de recursos hídricos 
y mayor participación de la población (Ob-
servatorio de Conflictos mineros de América 
Latina, 2015). Actualmente, la población de 
los distritos aledaños reclama y solicita un 
proceso de consulta previa sobre la reali-
zación del proyecto, pues indican que tras 
el cambio de mando del proyecto (actual-
mente MGM Limited) se modificaron algu-
nos objetivos y planes operacionales del 
proyecto, específicamente aquellos sobre el 
Estudio de Impacto Ambiental que se realizó 
el año 2011. A finales de setiembre del pre-
sente año, por las diversas movilizaciones 
realizadas, murieron cuatro personas. Tras 
este incidente, se estableció una mesa de 
diálogo entre autoridades locales y del go-
bierno central, en esta se levantó el “paro” 
que algunas organizaciones sociales convo-
caron. 

CONCLUSIÓN
Haciendo uso de la tipología sobre 

la fase de conflictos sociales activos, men-
cionada líneas arriba, podríamos decir que 
el conflicto de Las Bambas se encuentra 
en un proceso de diálogo. Sin embargo el 
conflicto podría reavivarse el próximo año, 
pues el proceso de exploración minera 
empezará en ese período. El futuro de este 
proceso de diálogo recae en manos de las 
instituciones del gobierno nacional como 
regional, además de las autoridades repre-
sentativas de las comunidades. 
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FUENTE: Reporte de conflictos sociales 138, agosto 2015, Defensoría del Pueblo. Elaboración propia.

OBSERVACIÓN: Federación regional de pequeños productores mineros y mineros artesanales de Apurímac (FERMAPA)
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ANEXO 2: Reporte de conflictos

(a) de Challhuahuacho

FUENTE: Reporte de conflictos sociales 138, agosto 2015, Defensoría del Pueblo. Elaboración propia. 

OBSERVACIÓN: Ministerio de energía y minas (MINEM), Ministerio de Educación (MINEDU), Ministerio de Agricultura y Riego (MINAGRI), 
Oficina Nacional de DIálogo y Sostenibilidad de la Presidencia del Consejo de Ministros (ONDS), Policía Nacional de Perú (PNP), Organis-
mo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA), Autoridad Local del Agua (ALA)



CONFLICTOSSOCIALESINDUSTRIASEXTRATIVAS

14

ANEXO 2

(a) de Challhuahuacho

FUENTE: Reporte de conflictos sociales 138, agosto 2015, Defensoría del Pueblo. Elaboración propia. OBSERVACIÓN: Ministerio de ener-
gía y minas (MINEM), Ministerio de Educación (MINEDU), Ministerio de Agricultura y Riego (MINAGRI), Oficina Nacional de DIálogo y Sos-
tenibilidad de la Presidencia del Consejo de Ministros (ONDS), Policía Nacional de Perú (PNP), Organismo de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental (OEFA), Autoridad Local del Agua (ALA)
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AGENDA PENDIENTE
Esta breve caracterización del con-

flicto minero en la zona de Apurímac y en 
especial el proyecto de Cotabambas per-
mite conocer un poco más el contexto en 
el que se sitúa. Cabe mencionar, que este 
artículo es un primer intento por acercar-
se a este conflicto socioambiental, por 
eso queda pendiente una mayor investi-
gación que pueda hacer un análisis más 
complejo que permita comprender mejor 
estos conflictos.

Hasta la fecha, una de las acciones 
más importantes que el gobierno ha tomado 
a través del Ministerio de Energía y Minas 
(MINEM) en respuesta a los conflictos so-
cioambientales, comunicada el miércoles 
21 de octubre, ha sido la ampliación de la 
consulta previa, ley N° 29785, hacia la zona 
andina o la sierra del país (Poder, 2015). 
Esto no constituye una solución a la situa-
ción presente en Las Bambas, no obstante, 
es un avance que facilita el diálogo y previe-
ne el surgimiento de nuevos conflictos. 
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POR: SANTIAGO ZEVALLOS, VALERIA SAMAMÉ
Y LUIS SURCO (*)

A propósito del conflicto ocurrido en Loreto por el caso del Lote 192, pro-
ponemos un artículo que pretende dar una lectura luego de las acaloradas 
discusiones de los meses pasados. El análisis está compuesto en dos nive-
les: en el primero, se da lectura de los argumentos desde distintos ángulos 
(económico, financiero y legal), y en segundo lugar, se realiza un análisis 
desde la mirada de los actores, es decir, el papel del Estado, el mercado y 

la sociedad. 

(*) Estudiantes de Economía de la PUCP y miembros del Área de Investiga-
ción y Publicaciones de Económica

¿CÓMO QUEDÓ
EL CONFLICTO SOCIAL

EN EL LOTE 192? 

17
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¿Qué hace interesante pensar en el 
caso del Lote 192? Hay varias razones para 
tomar en cuenta: conflicto entre la comu-
nidad, el Estado y el mercado, y el  con-
texto electoral 2016. Más aún, la reciente 
aprobación del proyecto de ley en el que el 
Congreso de la República autoriza a Petro-
Perú operar el Lote 1921, a pesar de haber 
un contrato de por medio entre la empresa 
Pacific Stratus Energy2 y el Estado, firmado 
hace 2 meses. 

El hasta hace poco conocido Lote 
1AB, ahora llamado Lote 192, se encuen-
tra ubicado en la cuenca del Marañón, en 
el distrito de Andoas, región Loreto. Cuenta 
con una extensión de 290 mil hectáreas y 
con una producción de 13 mil barriles dia-
rios. Maneja el 17% del petróleo del Perú 
y, por estas razones, es considerada la re-
serva petrolera más grande del país. Pero, 
¿cómo se llegó a un nuevo conflicto social?

La Defensoría del Pueblo, a través 
del Reporte Mensual de Conflictos N° 138 
– agosto 2015, manifiesta que en el mes de 
agosto existían 9 conflictos sociales en el 
departamento de Loreto; donde 7 de ellos 
estaban relacionados directamente a acti-
vidades hidrocarburíferas operadas por em-
presas privadas. Además, 4 de dichos con-
flictos estaban dirigidos contra Pluspetrol3, 
empresa argentina que venía operando el 
Lote 192 por 15 años. El detonante de esta 
situación fue la culminación de contrato de 
Pluspetrol4, donde la insatisfacción de la po-
blación – y sus actores políticos–, generó la 
necesidad de que el nuevo lote disponible 

ya no sea operado por una empresa privada. 
Ante la culminación del contrato, el Estado 
lanzó una convocatoria para la adjudica-
ción del lote 192 pues la licitación quedó 
desierta. Para ello, se convocó a una nego-
ciación directa en la que la empresa postu-
lante- Pacific Stratus Energy (PSE)- gana la 
administración del lote hasta el año 2017. 
Los elementos para el conflicto ya estaban 
combinados y el Frente Patriótico, las orga-
nizaciones indígenas, el gobierno regional 
de Loreto y algunos sectores políticos re-
chazaron la medida, planteando enfática-
mente su deseo de que PetroPerú fuera la 
empresa encargada de operar el lote.

Estos hechos- contados de manera 
muy simplificada- estuvieron mezclados 
en un complicado contexto donde los argu-
mentos técnicos, económicos, financieros, 
políticos y sociales estuvieron a la orden del 
día en las discusiones. 

En esa dirección, parece ser que el 
argumento técnico más fuerte a favor de 
que PetroPerú se encargue de la adminis-
tración haya sido el informe de la empre-
sa consultora Wood Mackenzie (explicado 
más adelante). Por otro lado, la existencia 
de un contrato con PSE y la ley 30130 ac-
túan como “candados” que limitan a Pe-
troPerú la administración del Lote 192. Al-
gunos argumentos que no quedaron claros 
o, por lo menos, no tan sólidos fueron los 
relacionados a la capacidad técnica y fi-
nanciera para operar el lote. En esta danza 
de argumentos parece ser que la variable 
política ha dominado el terreno. ¿Por qué? 

1 El pleno del Congreso aprobó el proyecto de ley con 74 votos a favor, 10 en contra y 4 
abstenciones el pasado 22 de Octubre. Cabe precisar que este proyecto ya había sido observado 
por el Ejecutivo el 25 de Setiembre por considerar la existencia de falencias técnicas y legales en 
el proyecto de ley.

2 Es la subsidiaria de Pacific Exploration & Production Corporation que obtuvo la concesión 
del lote 192 por dos años según Resolución Ministerial N°027-2015-EM

3 Las denuncias varían desde compensación por usos de suelos, impacto ambiental y un 
derrame de petróleo ocurrido en el 2014. 

4 Anterior a este contrato, la concesión estuvo a cargo de la empresa Occidental Petroleum 
Corporation del Perú (OXY) desde el año 1971. 
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Primordialmente por el contexto electoral 
próximo, lo que los analistas llaman “cál-
culo político”. Pero, primero, un repaso de 
los argumentos más sólidos.

El estudio de la consultora interna-
cional escocesa Wood Mackenzie5 señala 
por lo menos tres puntos: los márgenes de 
ganancia, la solvencia y el valor patrimonial 
de la empresa. Refiere el informe que los 
márgenes de ganancia de la industria petro-
lera se incrementan cuando una compañía 
es propietaria de las refinerías y de canales 
de distribución y comercialización minoris-
ta, es decir, cuando está integrada vertical-
mente6. Asimismo, la empresa podrá man-
tener su solvencia- capacidad para afrontar 
sus compromisos de largo plazo- en caso 
de caídas en los precios del petróleo. Es 
por tal razón que la explotación de petróleo 
por parte de PetroPerú sería rentable aun si 
el precio cayera a 40 dólares el barril. En 
cuanto al valor patrimonial, el informe con-
cluye que si PetroPerú ingresa a los lotes 
64, II, IV, VI, VII y 192, se incrementaría a S/. 
3460 millones. Caso contrario, sin el ingre-
so de PetroPerú a dichos lotes, el valor pa-
trimonial estaría en  S/. 660 millones. Este 
informe ha sido utilizado para argumentar 
que la empresa estatal sí debe asumir la ad-
ministración del Lote 192.

Por otro lado, el argumento legal es-
tuvo compuesto por la Ley 30130 y la Reso-
lución Ministerial N° 027-2015- EM. La Ley 
30130 señala que PetroPerú debe ocuparse 
esencialmente de la modernización de la re-
finería de Talara para la cual se ha destinado 
una inversión de 3500 millones de dólares. 
En el artículo 6 se señala que la empresa 

podrá realizar proyectos de inversión siem-
pre y cuando no demande recursos al Te-
soro Público. Esto ha sido conocido como 
un “candado” legal para que PetroPerú no 
pueda incursionar en la administración del 
lote. Respecto al contrato con PSE7, es un 
contrato de servicios temporal que estable-
ce la concesión del Lote 192 a la empresa 
por 2 años; argumento usado para sostener 
que PetroPerú no debería administrarlo.

De Echave et al (2009) señalan que 
en los conflictos sociales los tres actores 
claves que intervienen son la empresa, la 
comunidad y el Estado. Aunque estos acto-
res estudian el tema para los conflictos mi-
neros, bien se puede aplicar a nuestro caso 
particular. En ese sentido, las empresas 
necesitan reglas de juego claras y estables 
que garanticen la seguridad de su inversión; 
las comunidades locales manifiestan que 
los proyectos alteran su futuro; y el Estado 
tiene la preocupación por el mantenimiento 
del orden público y evitar que las protestas 
desalienten la inversión privada. Ese patrón 
general se adapta en gran medida a nuestro 
caso de estudio. 

En primer lugar, la empresa vendría 
a ser Pacific Stratus Energy (PSE) pero un 
gran sector de la población loretana lanzaba 
las críticas contra la empresa considerando 
también a las anteriores que han estado ad-
ministrando el lote, es decir OXY y Pluspetrol. 
Y son justamente estas las que han tenido 
problemas por contaminación ambiental no 
remediada (OXY) o por multas asociadas a 
prácticas contaminantes (Pluspetrol). En 
segundo lugar, la comunidad local aquí es 
representada por un gran sector de la po-

5 El estudio se desarrolló en base al artículo 4 de la Ley 30130 donde se requería el aseso-
ramiento en el diseño, estrategia y dimensión de la organización de PetroPerú. El documento titula 
“Modernización de PetroPerú: Estrategia Corporativa e Integración al Upstream”. 

6 Concepto de proviene de la teoría económica y alude a “aquellas empresas que participan 
directamente en dos o más de las etapas de producción de un determinado bien o servicio” (Fer-
nández- Baca, 2011). 

7 El contrato se puede encontrar en la siguiente dirección:  http://www.perupetro.com.pe/
relaciondecontratos/relacion.jsp?token=441
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blación loretana. En tercer lugar, el Estado 
se hace visible a través de sus niveles de 
gobierno. A nivel del gobierno central, Pedro 
Cateriano -Presidente del Consejo de Minis-
tros-, ha respaldado y defendido el contrato 
establecido con PSE. A nivel de Gobierno 
Regional de Loreto, Fernando Meléndez 
-Presidente de la región-, ha representado 
al frente de defensa de Loreto. 

Pero, ¿dónde se ubica la “variable 
política” que se mencionó en los párrafos 
iniciales? Bebbington et al (2010) comen-
ta que los conflictos sociales relacionados 
al medio ambiente generan espacios de 
confrontación que influyen en decisiones 
políticas, donde la contienda política llega a 
cobrar importancia. Un hecho importante a 
mencionar se suscitó entre finales de agos-
to e inicios de septiembre del presente año. 
En el Congreso de la República, la banca-
da fujimorista retiró su firma de un acuer-
do multipartidario que permitiría debatir los 
proyectos de ley a favor de la administra-
ción de PetroPerú en el lote 192, generado 
que esta moción fuera archivada. Posterior-
mente, se produjeron ataques en contra del 
local central  del partido fujimorista en la 
ciudad de Iquitos, capital de la región Lo-
reto. Días después, la bancada fujimorista 

decidió aprobar la moción y los proyectos 
de ley que le permitían la administración de 
PetroPerú sobre el Lote 192.

De no ser por el matiz político y el 
contexto electoral del 2016, quizá el tema 
no hubiera sido tan controversial y hubie-
ra quedado como muchos de los conflictos 
sociales actuales que no aparecen en la 
prensa, pero que sí hace seguimiento la De-
fensoría del Pueblo. Parece ser que la “va-
riable política” se vio reflejada en el impulso 
de dos proyectos de ley dirigidos a ceder 
autoridad a PetroPerú, aun considerando el 
“candado” de la Ley 30130 y del contrato 
con PSE. Los proyectos de ley toman como 
base el informe Wood Mackenzie y señalan 
que el valor patrimonial de PetroPerú au-
mentará con la administración del lote. 

El tema tratado no es muy diferente 
a otros conflictos sociales que han ocurrido 
en el Perú. Pero dada la magnitud económica 
que representa, la caída del precio del petró-
leo en el contexto internacional y el contexto 
electoral del 2016, el caso se ha complejiza-
do bastante. En medio de esta complejidad, 
la “solución” se dio a través de un proyecto 
de ley observado por el Poder Ejecutivo, pero 
aprobado el 22 de Octubre del presente año 
por el Congreso de la República. 
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ANEXO

Bebbington, A., Bebbington, D., Bury, 
J. (2010) Federating and Defending: Water, 
Territory and Extraction in the Andes. En: 
Boelens, R., Getches

DEFENSORIA DEL PUEBLO (2015) Re-
porte de conflictos sociales N°139, Agosto 2015

De Echave, J., Diez, A., Huber, L., 
Revesz, B., Ricard, X., Tanaka, M. (2009) 
Minería y conflicto social. Lima, CBC, CIP-
CA, CIES, IEP

Proyecto de Ley N° 4750/ 2015- CR 
denominado “Proyecto de ley en defensa 

de PetroPerú, modifica el artículo 3° y de-
roga el artículo 6° de la Ley 30130, 26 de 
Agosto del 2015

Proyecto de Ley N° 4749/ 2015- CR 
denominado Proyecto de Ley que modifi-
ca la Ley 30130, incorporando una cuarta 
disposición complementaria y final, 25 de 
agosto de 2015 

Proyecto de Ley N° 4146- CR deno-
minado Proyecto de Ley de políticas estra-
tégicas para afirmar PetroPerú y la sobera-
nía energética, 26 de enero de 2015

BIBLIOGRAFIA:

FUENTE: perupetro.com.pe
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En el presente artículo se realiza un breve análisis crítico de la literatura so-
bre la maldición de los recursos poniendo énfasis en las distintas corrientes 

teóricas bajo las cuales se enmarcan.

(*) Basado en el ensayo de investigación que fue presentado como parte del 
curso de Economía de los Recursos Naturales y el Medio Ambiente, 2014
(**) Egresadas de la especialidad de Economía de la PUCP

DESARROLLO 
Y ACTIVIDADES 
EXTRACTIVAS:
LA MALDICIÓN

DE LOS RECURSOS 
NATURALES (*)



CONFLICTOSSOCIALESINDUSTRIASEXTRATIVAS

24

¿MALDICIÓN O BENDICIÓN?
Desde mediados del siglo pasado, ex-

plica Davis (1995: 1776), diversos estudios 
se centraron en torno al decaimiento de los 
términos de intercambio entre productos pri-
marios y manufacturados, la volatilidad de 
los precios y los limitados nexos con otros 
sectores económicos (Prebisch, 1950; Hirs-
chman, 1958). Sin embargo, muchos trabajos 
empíricos de la época no encontraban que 
estos canales afecten de manera decidida a 
la economía. Ya a partir de los noventa, la te-
sis de la maldición de los recursos naturales 
regresa con fuerza. Sin embargo, otros traba-
jos indicaban que esta teoría no se cumplía 
en la práctica. Resalta Davis (1995), quien en 
oposición a Auty (1993) y Gelb (1991), realiza 
un análisis mucho más amplio tanto geográ-
ficamente como temporalmente. El Cuadro 
1, muestra una síntesis de los trabajos ana-
lizados en este ensayo en base a la tesis 
que defienden.

PRINCIPALES EXPLICACIONES
Y CANALES DE TRANSMISIÓN

Siguiendo a Perla (2005) y Hum-
phreys et al (2007), se han clasificado a 
los distintos estudios según la tesis y los 
canales que proponen. En líneas genera-
les se proponen dos grandes grupos: los 
estructuralistas y los institucionalistas. 

Las primeras se relacionan más con cana-
les económicos – y la enfermedad holande-
sa1 –, mientras las segundas lo hacen con 
canales más institucionales2. 

Sala-i-Martin y Subramanian (2003), 
destacando por la segunda gran tesis, se-
ñalaron que la relación entre dotación de 
recursos y crecimiento económico era indi-
recta y que más bien se propagaba a tra-
vés de canales institucionales. No obstante, 
esto ocurre con mayor facilidad cuando los 
recursos se encuentran geográficamente 
más concentrados.

Por otro lado, no obstante estas dos 
grandes tesis, existen trabajos revisados 
que se dirigen en otro sentido. Por un lado, 
algunos estudios se encuentran basados en 
un comportamiento clientelista (Robinson et 
al, 2006: 448). En primer lugar, ellos señalan 
que la clave es encontrar los mecanismos 
que relacionan la dotación de recursos na-
turales y precios para el desarrollo3. Por lo 
que, basados en la evidencia, desarrollan un 
modelo4 en el cual se incorpora al Estado y 
se explican los tipos de incentivos inducidos 
por los recursos al político: El político quiere 
ser reelegido y, a través del empleo público, 
puede generar rentas5. Por lo que, un boom 
en los recursos es una bendición si las ins-
tituciones políticas son capaces de limitar el 
clientelismo para sesgar las elecciones.

1 Siguiendo a Davis (1995), aunque la enfermedad holandesa es un término “nuevo”, sus 
efectos ya habían sido notados por Cairns, en 1859, cuando comentaba los efectos del reciente 
descubrimiento de nuevas minas en Australia. Los salarios aumentaron tano que volvieron no com-
petitivo al sector agricultura.

2 Ello no quiere decir de que un análisis no recoja varios canales – tanto económicos como 
institucionales.

3 Hasta el momento de su publicación, la evidencia correlacionaba las malas políticas econó-
micas con las rentas de los recursos. Si bien, el pensamiento mainstream sostenía que la causa de 
la dependencia era debida al comportamiento disfuncional del estado, no incorporaba al gobierno 
en el modelo. Ello les resultaba paradójico.

4 El basarse en estudios de caso conllevaría a “obvios errores” En alusión a Auty (1993) y Gelb (1991).
5 Debido al cumplimiento de 04 supuestos: 1) Políticos tienden a sobre extraer recursos 

naturales en comparación al óptimo de extracción debido a que ellos están preocupados por los 
recursos mientras dure su mandato. 2) Booms de recursos permanentes permiten a los políticos 
asignar más recursos estando en el poder - descuentan menos del futuro y la extracción de recur-
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 LOS RECURSOS DEBERÍAN SER UNA 
BENDICIÓN, NO UNA MALDICIÓN (...) PERO 
ESTO NO ES ALGO QUE VA A SUCEDER
POR SÍ SOLO. Y NO SUCEDERÁ
DE MANERA FÁCIL” (STIGLITZ)

“
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Finalmente, otras investigaciones 
han sido enfáticas en las limitaciones de 
los trabajos realizados con modelos de cor-
te transversal o que usen el porcentaje de 
exportaciones de los recursos debido a que, 
al ser un flujo, es una variable proxy no ade-
cuada (Haber y Menaldo, 2011; Torres et al, 
2011). Por lo que intentan superar limitacio-
nes a través de trabajos con datos de panel.

¿ESTADO O PRIVADO?
Como se ha mencionado con anterio-

ridad, la abundancia de recursos naturales 
tiene graves consecuencias sobre el papel 
del Estado. Gran cantidad de recursos pue-
de llevar a Estados débiles o a conflictos in-
ternos. El poder de negociación del Estado 
con las compañías extractivas juega un rol 
primordial en el papel de los recursos en el 
crecimiento.  Algunos gobiernos como es el 
caso de Chile y Noruega, han realizado me-
jores trabajos en el manejo de los recursos 
(Humpreys, 2007).

Auty y Warhust (1993: 27-28), por 
ejemplo, se inclinaban por la minería pri-
vada. Creían que así la minería planificada 
se incrementaría debido a una mayor domi-
nancia de las compañías multinacionales6. 
Además, se mostraban optimistas al creer 
que aumentarían los Estudios de Impacto 

Ambiental y la adopción de nueva tecno-
logía. De esta manera, con más tecnología 
sensible al ambiente, la diversificación sec-
torial avanzaría más rápido. Así como ellos, 
muchos afirman hoy en día, que la solución 
a los problemas de ineficiencia de la admi-
nistración de los recursos es la privatización 
de los mismos, sin embargo esto puede lle-
var otro tipo de problemas: 

En primer lugar, la falta de informa-
ción puede llevar a problemas de agencia. 
Algunos agentes tendrán incentivos para 
ocultar información y obtener ganancias 
a través de la corrupción de los agentes 
políticos, y la privatización puede llevar a 
mayores incentivos para la  corrupción. 
En segundo lugar, el Estado muchas veces 
se relaciona con la ineficiencia y el sector 
privado con la eficiencia. Sin embargo, en 
estas relaciones no se toma en cuenta las 
consecuencias medio ambientales. Por otro 
lado, la falta de derechos de propiedad pue-
de llevar a ineficiencia en la extracción de 
privados  por varios motivos.  Por un lado, 
ante la falta de derechos de propiedad y el 
miedo de perder legitimidad, extraen más 
de lo debido; por otro, los incentivos para 
invertir o dar préstamo disminuyen. Final-
mente, se incentivará la retirada de los ca-
pitales al extranjero.  (Humpreys, 2007). 

sos es más eficiente pues el boom aumenta las probabilidades de estar en el poder. 3) Boom tiende 
a crear ineficiencia en el resto de la economía pues políticos se comprometen a extender patronato 
con sector público ineficiente. 4) Impacto del boom de los recursos depende de la calidad de las  
instituciones y de cuánto los incentivos políticos puedan ser transformados en resultados políticos.

6 Algunas veces de la mano de una que otra minera manejada por el Estado, como en Chile.
7 Por otro lado, el sector privado puede intentar beneficiarse de la baja estructura institucional 

de estos países con el fin de poder aumentar su poder y obtener beneficios a costa de los países. 
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CUADRO 1. TRABAJOS SEGÚN RESULTADOS
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Esta investigación busca entender y explicar los distintos patrones de desa-
rrollo subnacional en el contexto de cambios institucionales a nivel nacional 
y estímulos económicos internacionales. Se busca responder la siguiente 
pregunta: ¿existe algún tipo de impacto de la institucionalidad subnacio-
nal sobre el bienestar de la población periférica andina en un contexto de 
cambio en los escenarios nacional e internacional?  En otras palabras, ¿las 

instituciones importan para el desarrollo de la periferia andina?

(*) El presente artículo está basado en la tesis de pregrado de Arturo Men-
dieta que titula “Las consecuencias de ser periferia: patrones de desarrollo 
e institucionalidad sub nacional en el contexto de cambio institucional y es-
timulo internacional”. Tesis que ha sido ganadora en el Programa de Apoyo 
al Desarrollo de Tesis de Licenciatura (PADET) en el ciclo 2015-1.
(**) Egresado de Economía de la PUCP

POR: ARTURO MENDIETA NAVARRO (**)
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Para responder esta pregunta, en 
primer lugar, se construirán breves histo-
rias regionales -económica, política y so-
cial- de Cusco y Arequipa a través de las 
cuales se trate de entender cómo se crea-
ron y establecieron algunos de los funda-
mentos institucionales subnacionales y qué 
consecuencias trajeron para su posterior 
desarrollo. Posteriormente, se analizará el 
desempeño regional  a partir de los resul-
tados obtenidos en los últimos años -tasas 
de crecimiento, reducción de la pobreza, 
etc-  en un contexto de cambio institucio-
nal nacional -proceso de descentralización 
política y nuevas reglas de asignación de la 
renta minera-  y “boom” minero -estímulo 
internacional. Finalmente,  se realizará un 
estudio comparado entre los distritos de la 
periferia sur-cusqueña y los distritos de la 
periferia nor-arequipeña,  dicha compara-
ción nos ayudará entender los efectos de lo 
que representa, en términos de bienestar y 
desarrollo, pertenecer a una circunscripción 
política diferente con legados y capacidades 
subnacionales diferentes. El objetivo gene-
ral es producir un mejor entendimiento de la 
relación entre institucionalidad subnacional 
y patrones de desarrollo multidimensional. 
Para ello se propone un enfoque interdis-
ciplinario que combina el análisis históri-
co-cualitativo y cuantitativo.

INSTITUCIONES Y DESARROLLO
La literatura de la ciencia económica 

acerca del “desarrollo” parte, por lo general,  
de una pregunta global: ¿Por qué algunos 
países se han retrasado o adelantado en tér-
minos de crecimiento económico? Es decir, 
tratan de entender el progreso y estanca-
miento económico de las sociedades  recu-
rriendo a diferentes interpretaciones dispo-
nibles sobre los factores que la promueven: 
por un lado, el enfoque “macroeconómico” 
resalta la importancia del comercio interna-
cional, el ahorro y la inversión como motores 
principales del desarrollo; el enfoque “eco-
nómico estructural” que destaca el papel de 

la herencias colonial y del orden económico 
mundial o sistemas mundiales basados en 
la relación centro-periferia; y finalmente, 
el enfoque “histórico institucional” que le 
otorga una importancia determinante a los 
marcos políticos y legales de la sociedad, 
tales como los derechos de propiedad, los 
costos de transacción, entre otros, (North, 
1990; Williamson, 1985). Sin embargo, en 
la literatura de los últimos años se ha venido 
observado esfuerzos por teorizar enfoques 
más comprehensivos e interdisciplinarios: 
nuevo enfoque institucional y nueva pers-
pectiva del desarrollo. 

El nuevo enfoque institucional, 
Neo-Institucionalismo, ha tratado de hacer 
conversar a varias ciencias o disciplinas, 
pues la definición que se tiene de “insti-
tuciones” es más amplia: “un sistema de 
normas/reglas formales e informales, or-
ganizaciones,  tradiciones y  sistemas de 
creencias tomados como dados  por los ac-
tores relevantes en un campo de desarrollo” 
(Greif, 2005, 2006). En ese sentido, tal como 
lo señala Orihuela (2013),  la realización de 
un cambio institucional no es, necesaria-
mente, el resultado de fuerzas exógenas 
al Estado o economía nacional; el cambio 
puede producirse desde adentro, de mane-
ra poco sistemática y caracterizado por las 
particularidades de cada marco institucio-
nal (Hirschman, 1963).  

Por otra parte, las  nuevas perspec-
tivas del desarrollo ya no restringen exclu-
sivamente su preocupación al crecimiento 
económico y comportamiento del PBI per 
cápita como indicador por excelencia. 
Ahora el desarrollo se muestra como un 
concepto más amplio y multidimensional: 
(1) tasas de crecimiento sostenible, (2) 
estructura económica diversificada, (3) re-
gímenes democráticos,  (4)desigualdad y 
exclusión, y  (5)propensión al conflicto (Ori-
huela y Thorp, 2012;  Thorp et. al., 2012;  y 
Orihuela, 2012, 2013). Por lo tanto, el mo-
vimiento y la interacción de las diferentes 
dimensiones del desarrollo nos ayudan a 
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entender los posibles cambios en el pa-
trón,  asi como  la importancia de las bases 
y capacidades institucionales asociadas a 
cada una de estas dimensiones.

En los últimos años, la batalla teórica 
– en la disciplina económica - por la expli-
cación única y universal acerca de los patro-
nes de desarrollo a girado alrededor de: ¿se 
debe a diferencias geográficas, los efectos 
del clima, y las enfermedades asociadas 
a este sobre la productividad del trabajo 
y del suelo agrícola  (Sachs et. al., 2000)? 
¿Se debe a distintas dotaciones históricas 
de plantas, animales y recursos naturales 
en general (Diamond, 1997)? ¿Quizás a la 
dotación diferenciada de factores iniciales 
-heterogeneidad étnica en la composición 
poblacional- lo cual determinó la construc-
ción estructuras institucionales alrededor 
de dichas diferencias  (Engerman y Sokolo-
ff, 1994)? ¿O más bien, la divergencia en el 
desarrollo se debe, únicamente, a las insti-
tuciones políticas inclusivas y/o extractivas 
de cada país (Acemoglu y Robinson, 2012)?  

En su lugar, hay mucho que apren-
der de la literatura antropológica y socio-
lógica que resalta la influencia simultanea 
de múltiples factores en los patrones de 
desarrollo (Wittfogel, 1966; Cohen, 1978; 
Crozier y Friedberg, 1990; Bourdieu, 2001). 
La amplitud de esta literatura debería mo-
dificar el debate de la institucionalidad 
económica y política. Hoff y Stiglitz (2001) 
consideran que: las brechas desigualdad, 
las instituciones, la historia y la ecología 
humana que influyen sobre los agentes 
económicos deberían constituir el centro 
principal de la economía del desarrollo a 
la hora de  explicar los resultados econó-
micos –factores que son abandonados y 
negados, por el pensamiento económico 
neoclásico convencional.

La versión subnacional del impacto 
de la institucionalidad sobre el patrón de 
desarrollo local es bastante escasa, ya que 
por lo general los principales autores y aca-
démicos del “mainstream” han centrado su 

análisis en el nivel agregado-nivel país. Sin 
embargo, existe una motivación crecien-
te por entender estos procesos a escalas 
menores y de esta manera construir un en-
foque subnacional sobre las bases y capa-
cidades institucionales locales. Un ejemplo 
de ello, desde la ciencia política, es la re-
lación entre descentralización y democracia 
(Levy, 2007), donde la creación de subuni-
dades políticas  aparece como barrera ante 
eventuales abusos del gobierno central, la 
relación más estrecha entre ciudadanos 
y gobiernos subnacionales oficiarían una 
especie de protección frente a los abusos 
del Estado central, como un freno local con-
tra los abusos democráticos de la mayoría 
nacional (Levy, 2007); es decir, la institu-
cionalidad subnacional sí estaría influen-
ciando de manera importante la trayectoria 
del desarrollo local. Asimismo, el análisis 
de subunidades ofrece ventajas teóricas y 
metodológicas (Gervasoni, 2011) dado que 
permite (1) aumentar el número de obser-
vaciones, (2) evitar problemas de codifica-
ción reconociendo la variación territorial 
que exhiben distintas variables dentro de 
un mismo Estado y (3) dar importancia a la 
dimensión territorial de la política, así como 
a la presencia de trayectorias regionales 
divergentes, producto del carácter territo-
rialmente dispar de los procesos políticos 
y económicos (Snyder, 1999). De acuerdo a 
Snyder (2001), controlando factores que no 
son políticos – control de condiciones cul-
turales, históricas y ecológicas- el enfoque 
de comparación subnacional nos ayudará a 
determinar con mayor precisión cómo la va-
riación en instituciones políticas nacionales 
podría modelar el desempeño económico y 
la elección de políticas en determinada su-
bunidad (Snyder, 2001). 

Para el caso subnacional peruano te-
nemos pocos estudios alrededor de institu-
ciones y desarrollo. Un trabajo de carácter 
interdisciplinario y con una mayor preocu-
pación por el concepto multidimensional del 
desarrollo es el de Barrantes et. al. (2012), 
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el cual trata de explicar por qué dos estados 
subnacionales -Arequipa y Cajamarca- con 
potencialidades similares obtienen, en el 
mismo periodo de tiempo y frente al mis-
mo contexto nacional, resultados disimiles: 
mientras una reduce su desigualdad econó-
mica, la otra la aumenta. Para ello analizan 
los procesos económicos, políticos y de 
formación de capital humano desarrollados 
desde el inicio del proceso de descentrali-
zación (2001) hasta el año 2010; es decir, 
cómo a partir de una reforma política im-
puesta por el gobierno central las regiones 
tienen la posibilidad de cambiar -endóge-
namente- su trayectoria en un determina-
do periodo de tiempo. Para Barrantes et. 
al. (2012) lo que terminaría marcando la 
diferencia regional entre Arequipa  y Ca-
jamarca es el proceso sostenido de for-
mación de capital humano, el cual habría 
facilitado el desarrollo de coaliciones po-
líticas más estables para la gestión del 
gobierno regional. 

Por el lado cuantitativo de la ciencia 
política, Maldonado (2014) ha estudiado la 
relación empírica  entre el boom minero 
-incremento extraordinario de los recursos 
de la renta minera- y la dinámica política e 
institucional de los gobiernos locales -com-
petencia política, re-elección de autorida-
des locales, provisión de bienes públicos, 
clientelismo político, conflicto político y ni-
veles de bienestar. Los hallazgos del estudio 
señalan que la renta minera está asociada 
negativamente con la competencia política 
y la reelección para la mayoría de los dis-
tritos que reciben transferencias mineras. 
Asimismo, para la mayoría de distritos, la 
renta minera está asociada a incrementos 
en la provisión de bienes públicos e infraes-
tructura, aumento del empleo público, ma-
yor gasto de los gobiernos locales, mayor 
ingreso de los hogares y distintos niveles de 
conflictividad política (Maldonado, 2014).

Finalmente, una mirada interdiscipli-
naria cuantitativa y cualitativa, el estudio 
de Orihuela, J., Huaroto, C. y Paredes, M. 

(2014), que aborda la posible existencia de 
una “maldición de los recursos” a nivel local 
y si es posible escapar de ella, a través de 
la construcción de nueva institucionalidad 
subnacional. Sus hallazgos muestran que 
la minería no genera beneficios tangibles 
para la actividad agropecuaria y además 
está fuertemente asociada al conflicto y a 
una percepción negativa sobre la cantidad y 
calidad de agua. Asimismo, en base al caso 
de Espinar -Cusco-, la  investigación en-
cuentra que la nueva gobernanza ambien-
tal es endeble. Las “salidas institucionales” 
que se crean por parte del Estado nacional 
y subnacional – por ejemplo, las mesas de 
diálogo, el Convenio Marco, la vigilancia 
ambiental comunal o la Gerencia Ambiental 
del municipio - no se consolidan en formas 
efectivas y legitimas de gobernanza.

HISTORIAS REGIONALES: EN BREVE
Las elites políticas asentadas en 

la costa peruana y particularmente en la 
capital –Lima- han constituido el “centro” 
político y económico más importante de 
la historia del Perú,  en esta región geográ-
fica se encuentran los principales comple-
jos industriales,  la mayor oferta de edu-
cación superior de calidad, la mayor renta 
per cápita y los mejores indicadores de 
desarrollo. Sin embargo, dentro de lo que 
podríamos considerar como “periferia” na-
cional -regiones andinas y amazónicas-, 
Arequipa sobresale y resalta por sus bue-
nos desempeños económicos y sociales,  
ya que ha ido incrementado sus niveles 
de industrialización -diversificación de la 
estructura productiva- e  implementando  
políticas públicas con enfoques más sos-
tenibles en el largo plazo,  lo cual se ha 
venido traduciendo en mayores niveles de 
PBI per cápita, desarrollo humano -IDH- y 
una mayor oferta de educación superior 
de calidad. Esta divergencia de trayectoria 
respecto al resto de la periferia nacional 
contrasta marcadamente, como por ejem-
plo con su vecino territorial, Cusco.
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GRÁFICO 1: Incidencia de Pobreza Total (%) Regiones

FUENTE: Elaboración propia a partir INEI. Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO), 2012

GRÁFICO 2: Ingreso Real Promedio per cápita: Departamentos (2007-2012)

FUENTE: Elaboración propia a partir INEI - ENAHO: 2007-2012
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De acuerdo al mapa de pobreza ela-
borado por FONCODES y a los datos de la 
Encuesta Nacional de Hogares (ver gráfico 
1), Arequipa se encuentra entre las regiones  
menos pobres del país (21%), caso contra-
rio sucede con Cusco que se encuentra en-
tre las regiones más empobrecidas del Perú 
(51%). Respecto a los ingresos reales per 
cápita (ver grafico 2), Arequipa se encuen-
tra en una excelente posición -muy cerca 
de los niveles limeños-, ya que tiene uno de 
los ingresos más altos del país, muy por en-
cima del promedio nacional para el periodo 
2007-2011; situación diferente es la región 
de Cusco quien tiene un ingreso per cápita 
bastante por debajo de promedio nacional; 
lo mismo sucede para el PBI per cápita de-
partamental, donde se puede observar la 
posición privilegiada de Arequipa muy dis-
tinta a la de Cusco (ver gráfico 3). Otro dato 
importante es el porcentaje de ruralidad en 
la población, de acuerdo a Webb (2013) la 
ruralidad asociada a la precaria conectivi-
dad está correlacionada fuertemente con la 
pobreza, por ejemplo, Cusco tiene gran can-
tidad de población rural, casi la mitad de su 
población (45%) pertenece al ámbito rural, 
mientras que en Arequipa tan solo cuenta 
con 9% de ruralidad (ver gráfico 4). Asimis-
mo, existe una marcada diferencia en la 
composición étnica de la población arequi-
peña y cusqueña. Se puede observar que la 
presencia de población indígena no es muy 
representativa a nivel regional en Arequipa 
(17%), en cambio en Cusco representa más 
del 50% (ver gráfico 5).

Este breve análisis empírico nos ha 
dado cuenta de que Arequipa se viene com-
portando como un “centro” sureño econó-
mico, cultural y político importante.  Flores 
Galindo (1997), explica la idea de la con-
formación y funcionamiento de un circuito 
económico productivo y comercial que en-
lazó el territorio del sur y que formó parte de 
la realidad instaurada desde los años fun-

dacionales de Arequipa, cuando el polo de 
atracción de Potosí exigía una organización 
de la producción y del comercio para aten-
der su creciente demanda. Flores Galindo 
destaca que a diferencia de otras regiones 
del virreinato peruano, como la costa norte, 
donde la economía regional  y los circuitos 
comerciales que se formaron mantuvieron 
una relativa autonomía en relación a la de 
otras regiones; en el sur en cambio se “de-
sarrollan fuertes vinculaciones con territo-
rios de la actual Bolivia, e incluso con algu-
nos de Argentina”. Respecto a esto, el autor 
trata de demostrar que las bases regionales 
de Arequipa quedaron sentadas en el siglo 
XVIII, en la articulación operada entre esa 
ciudad, el Cuzco y el Alto Perú; afirmán-
dose en el siglo XIX, cuando “la dirección 
del circuito comercial varía, en beneficio de 
Arequipa, que se convierte en  la ciudad he-
gemónica del sur: consecuencia del impor-
tante desarrollo de comercio lanero” (Flores 
Galindo, 1977).

Los beneficios de una consolidación 
institucional temprana pudieron haber sido 
aprovechados de manera más igualitaria e 
inclusiva, principalmente por dos razones: 
(1) el mestizo constituía casi la totalidad de 
la población como un elemento de integra-
ción étnico-cultural;  y (2) porque no pudie-
ron establecerse instituciones extractivas, 
tales como el Obraje o el Gamonalismo, 
lo cual permitió tener como resultado un 
sistema de producción y distribución más 
equitativo y participativo. En palabras del 
historiador y sociólogo Nelson Manrique1, 
“Arequipa constituía un extraordinario la-
boratorio social, que brindaba un mirador 
privilegiado hacia la compleja naturaleza 
del proceso de modernización de la socie-
dad peruana”.

Desde la fundación de Arequipa, las 
circunstancias de su creación dan cuenta 
de una tradición como unidad geográfica 
funcional desde etapas muy tempranas –

1 Manrique Nelson, 19 de mayo del 2015. http://larepublica.pe/impresa/opinion/1096-blanca-ciudad
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GRÁFICO 3: Ranking de PBI per cápita regional

FUENTE: Elaboración propia a partir INEI - ENAHO

GRÁFICO 4: % Población Rural por regiones

FUENTE: Elaboración propia a partir de: Mapa de Pobreza 2006 - FONCODES, Censo de Población y Vivienda 
del 2007 - INEI, Censo de Talla Escolar del 2005 - MINEDU, Informe del DesarrolloHumano 2006 - PNUD
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GRÁFICO 5: Presencia de población indígena (% de la población total)

FUENTE: Elaboración propia a partir de: Censo de Población y Vivienda del 2007 - INEI

GRÁFICO 6: Incidencia de Pobreza Total según Distritos 2009 (%)

FUENTE: Elaboración propia. INEI-Mapa de Pobreza Provincial y Distrital 2012
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GRÁFICO 7: Incidencia de Pobreza Extrema según Distritos 2009 (%)

FUENTE: Elaboración propia. INEI-Mapa de Pobreza Provincial y Distrital 2012

GRÁFICO 8: % de Población Rural

FUENTE: Elaboración propia. INEI-Censos Nacionales XI de Población y VI de Vivienda 2012
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con grandes diferencias respecto de lo 
que acontecía en Cusco-;  a nivel regio-
nal hoy Arequipa es una de las regiones 
con mejores indicadores de reducción de 
pobreza,  crecimiento económico y desa-
rrollo humano -IDH.

ESTUDIO COMPARADO DE CASOS:
¿LA INSTITUCIONALIDAD
SUBNACIONAL IMPORTA? 

Como ya se ha mencionado, este tra-
bajo procura entender los posibles efectos 
diferenciados de pertenecer a circunscrip-
ciones políticas diferentes en un contexto 
de  cambios institucionales nacionales y 
“boom” minero. Por lo expuesto anterior-
mente, se han escogido seis distritos de 
cada una de las regiones mencionadas, es-
tos pertenecen a provincias colindantes po-
líticamente, es decir distritos pertenecientes 
a provincias que comparten una frontera en 
común entre Cusco y Arequipa.

Los distritos de la periferia nor-are-
quipeña: Caylloma, Callalli, Tisco, Chachas, 
Cyarani y Puyca y los distritos de la periferia 
sur-cusqueña: Coporaque, Espinar, Condo-
rama, Suyckutambo, Ocoruro y SantoTomas, 
(ver cuadro 1),  fueron escogidos con la fi-
nalidad de asegurar variables ecológicas, 
culturales y socio-económicas, es decir fijar 
variables territoriales para poder obtener  
puntos de partida potencialmente similares 
y de esta manera observar de manera más 
“limpia” el efecto de la interacción de los 
factores mencionados,  sobre el bienestar 
de estas poblaciones periféricas.  

La hipótesis inicial del trabajo era 
que las periferias andinas colindantes, 
habiendo partido de condiciones iniciales 
–ecológicas, sociales y económicas- simi-
lares, deberían exhibir resultados diferen-
tes en lo que atañe a un mayor crecimiento 
económico, reducción de la pobreza y me-
jores indicadores de desarrollo, debido a la 
pertenencia a circunscripciones políticas 
que se desempeñan de manera diferencia-
da, como ya hemos visto para los casos de 

Cusco y Arequipa. El análisis empírico nos 
indica que en realidad no existe tal diferen-
cia, todos los distritos de la periferia are-
quipeña y cusqueña tienen más del 50% 
de incidencia de pobreza total (ver gráfico 
6). A excepción del distrito de Espinar, la 
mayoría de distritos está compuesto por 
centros poblados rurales, lo cual se asocia 
a mayores niveles de pobreza. Con excep-
ción del distrito de Espinar, la población 
del resto de distritos –arequipeños y cus-
queños- en su gran mayoría carece de los 
principales servicios básicos, agua, des-
agüe y alumbrado eléctrico, IDH muy por 
debajo del promedio nacional.

CONCLUSIONES   
Ante cambios institucionales en la 

arena de la participación política y en las re-
glas de juego de la asignación económica, 
pero perteneciendo a configuraciones o de-
limitaciones políticas diferentes da lo mis-
mo ser parte de la periferia cusqueña o ser 
parte de la periferia arequipeña. Diferentes 
influencias institucionales al parecer no es-
tarían generando ritmos de desarrollo dife-
rentes. A la luz de la evidencia empírica, las 
periferias andinas de las regiones de Are-
quipa y Cusco convergen hacia una misma 
situación de pobreza y exclusión. Esto res-
ponde a una estructura histórica que se ha 
ido reforzando a lo largo de los años. Como 
sabemos, el Perú –país fragmentado- está 
compuesto por una gran heterogeneidad de 
elementos sociales y culturales, a partir de 
los cuales se construyó un tipo de institu-
cionalidad, para segregar, excluir y explotar 
-institucionalidad extractiva.

Puntos de partida similares no logran 
ser cambiados, a pesar de tener influencias 
institucionales de diferentes centros políti-
cos. Como se ha podido ver, solamente un 
distrito de cada región –Callalli y Espinar- 
son menos pobres, pero el resto de los diez 
distritos se encuentran en el peor lugar de 
la pobreza a nivel nacional.  Da lo mis-
mo ser periferia de Arequipa o de Cusco. 
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LAS PERIFERIAS ANDINAS DE LAS 
REGIONES DE AREQUIPA Y CUSCO 
CONVERGEN HACIA UNA MISMA 
SITUACIÓN DE POBREZA Y EXCLUSIÓN
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